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informe previo a la resolución del expediente de reclamación en caso de 
considerarse necesario.

Cuestión aparte es la limitación sobre el contenido de las reclamaciones 
que tramitan los Servicios de Consumo ya que no pueden valorar aquellos 
aspectos que excedan estrictamente del abastecimiento de agua, al no 
referirse el RSDA al saneamiento y depuración.

De ahí, que también se justifique la necesidad de abordar un 
reglamento que se refiera a la gestión del ciclo integral del agua, lo que 
permitiría la resolución de cuantas reclamaciones formulase la ciudadanía.

En consecuencia, proponemos que para un futuro en que se 
desarrollen las disposiciones de la Ley de Aguas para Andalucía a través 
de un Reglamento unificado del ciclo integral del agua, el control de su 
cumplimiento, plasmado a través de la resolución de reclamaciones, se 
asigne a los órganos de la Consejería competente en materia de agua.

Asimismo, que se incluya entre las disposiciones locales por las que 
se regula la prestación de los servicios de abastecimiento, saneamiento y 
depuración una referencia a la posibilidad de reclamar ante la entidad local 
titular del servicio.

Los servicios de consumo deberían ceñir su intervención a la tramitación 
de las hojas de quejas/reclamaciones que las personas usuarias le hagan 
llegar, aplicando sus potestades de mediación y/o arbitraje y ejercitando la 
potestad sancionadora cuando se produzcan infracciones tipificadas en la 
normativa de protección y defensa de las personas consumidoras.

7.2.4. El papel de las Oficinas de Información al Consumidor para la mejora del 
servicio

Además de las funciones de tramitación de reclamaciones y cauce de 
mediación que les atribuye la normativa sobre protección de las personas 
consumidoras, entendemos que las Oficinas de Información al Consumidor 
juegan un papel muy útil para trasladar las peticiones que la ciudadanía 
plantea en relación con la prestación del servicio de suministro domiciliario 
de agua.
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En este sentido, de acuerdo con el artículo 20.3.f) de la Ley 13/2003, 
de 17 de diciembre, de Defensa y Protección de los Consumidores y Usuarios 
de Andalucía, podrán: «Recibir peticiones concretas, elevando éstas a las 
autoridades competentes, a fin de modificar algunos de los servicios que 
prestan, o bien establecer otros nuevos si se consideran necesarios.»

En consecuencia, sería oportuno que cuando reciban hojas de 
reclamaciones relacionadas con la prestación del servicio de abastecimiento de 
agua, o del ciclo integral de agua, su actuación no se limitase a la tramitación 
conforme al Decreto 72/2008, de 4 de marzo, por el que se regulan las hojas 
de quejas y reclamaciones de las personas consumidoras y usuarias en 
Andalucía y las actuaciones administrativas relacionadas con ellas.

Si de dicha tramitación se concretase una petición de modificación del 
servicio sería oportuno su traslado a la entidad local titular del mismo con 
objeto de que la valore y pueda adoptar las medidas que estime oportunas 
ante la entidad suministradora.

Este papel cuanto más si cabe debieran desarrollarlo las Oficinas 
Municipales de Información al Consumidor ya que, por su proximidad, son 
las primeras a las que la ciudadanía dirige sus reclamaciones sobre los 
asuntos que les conciernen.

Todo ello sin perjuicio de las medidas de corrección que pudiera 
aplicar la entidad suministradora como resultado de la valoración de las 
reclamaciones que tramite porque se le presenten a ella directamente.

7.3. El ejercicio de la potestad sancionadora o de fiscalización 
del concesionario como medios para el control de la actividad 
de las entidades suministradoras

Esta Institución considera que el ejercicio de la potestad sancionadora 
que corresponde a la Administración autonómica en materia de protección 
de las personas consumidoras y el ejercicio de la potestad de fiscalización 
del concesionario que corresponde a las entidades locales deben convertirse 
en cauces necesarios para que las entidades suministradoras ajusten su 
actuación a las obligaciones que le vienen impuestas como consecuencia del 
especial servicio que prestan.


